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Resumen 
En el artículo aquí presentado se hace un análisis de las herramientas jurídicas y 
procesales que permiten determinar si con la entrada en vigencia de la Ley 1826 de 
2017 -Código de Procedimiento Penal Especial Abreviado y Acusador Privado- se 
garantiza el principio de Celeridad Procesal y Debida Administración de Justicia. Su 
objeto es determinar las fallas que presenta dicho procedimiento para que todos los 
querellantes legítimos puedan solicitar la conversión de la acción penal de pública a 
privada, y mediante ello obtengan una pronta solución en sus procesos y una 
eficiente administración de justicia.  
Dicho estudio se fundamenta principalmente en la reflexión acerca de si cumple 
con la descongestión de los despachos judiciales, y si con la entrada en vigencia de 
la norma en estudio se dio celeridad a los procesos, para así garantizar a las 
víctimas de delitos de menor gravedad que se haga justicia en sus casos.  
Palabras clave: Principio de Celeridad, Administración de Justicia, Acción Penal, 
Proceso Penal Abreviado, Acusador Privado. 
Abstract 
The theme to talk about in this present article is product of study and analysis of 
legal tools and procedural that let us determine if with the validity entry of the law 
1826 of 2.017 - Code of procedure special penal abbreviated and prived acusser, is 
garantizyng the beginning processal haste and justice administration, with the object 
to effect an study about the failures presenting by this procedure and for all the 
legitimate complainants could solicitate the action penal speech from public to 
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private, obtaining a quick solution in the processes and a efficient justice 
administration. 
The result to obtain is based on the reflection fulfilling or not with the relieving of 
the judicial offices and if with the entry in validity of the rule study is given to the 
haste of processes, to guarantee the victims of minor offenses to let justice be done 
in their cases. 
Keywords: Principle of Celerity, Administration of Justice, Criminal Action, 
Abbreviated Criminal Procedure, Private Accuser. 
Introducción 
Como Estado social de derecho y con la entrada en vigencia de la Constitución 
Política en el año 1991, en Colombia se han creado unas entidades con autonomía 
administrativa y financiera, tales como la Fiscalía General de la Nación, modificada 
con el Acto Legislativo 03 de 2002; así se introdujo en el ordenamiento jurídico 
nacional el Sistema Penal Oral Acusatorio desarrollado por la Ley 906 de 2004, 
reconocida por ser una legislación más garantista tanto para los victimarios 
(capturados, imputados, acusados o condenados), como para las víctimas, quienes 
tienen derecho a la verdad, a la justicia y a la reparación, teniendo en cuenta que se 
trata de un procedimiento oral; este último es producto de una evolución jurídica, que 
inició con el cambio de lo escrito a lo oral en el desarrollo de los procesos; se 
considera que esta es una gran ventaja por cuanto generaría agilidad, eficiencia y 
eficacia en el trámite de los mismos, lo cual garantiza los derechos fundamentales 
de las partes e intervinientes en el proceso penal.  
Por otra parte, la responsabilidad de investigar los hechos que revistan 
características de delito se encuentra en cabeza del Estado colombiano, pero esta 
situación cambió con el Acto Legislativo 06 de 2011 mediante el cual se modificó la 
Constitución nacional, ya que este permitió la conversión de la acción penal de 
pública a privada por primera vez en la historia del Derecho Penal en Colombia. Esa 
conversión se entiende como el traslado de función a las víctimas representadas por 
sus abogados, ahora facultadas para investigar, acusar y vencer en juicio a sus 
victimarios; dicha potestad fue regulada finalmente por la Ley 1826 de 2017, por 
medio de la cual se creó el Procedimiento Penal Especial Abreviado y se reglamentó 
3 
 
la figura del acusador privado, que surge por la necesidad de descongestionar el 
sistema judicial, esto es, con el fin de tramitar los procesos de una manera más ágil 
y eficiente, de un modo que se respeten todas las garantías del proceso pero se 
haga más corto el procedimiento penal para las conductas de menor lesividad, cuya 
práctica habitual ha generado un obstáculo al interior del sistema judicial. 
Es así como en el desarrollo del artículo se analiza cómo la aplicación de la Ley 
1826 de 2017 vulnera el principio de Celeridad Procesal y Debida Administración de 
Justicia a las personas que no tienen recursos para pagar un abogado de confianza, 
pues aunque se tenían grandes expectativas con su entrada en vigencia, la misma 
no está cumpliendo cabalmente con los fines para los que fue introducida en el 
ordenamiento jurídico colombiano. Se aborda esa temática por medio de cinco 
apartados que le dan cuerpo a la discusión que aquí toma lugar; en primer lugar se 
desarrolla un ítem titulado “Datos históricos sobre el Derecho Penal Abreviado en la 
legislación colombiana”; más adelante, “Elementos característicos del procedimiento 
penal abreviado”; prosigue el titulado “El Acusador privado como figura de 
descongestión judicial”; el siguiente apartado es  “Del principio de Celeridad 
Procesal y el derecho de Administración de Justicia” y finalmente, “Idoneidad de los 
estudiantes de Consultorio Jurídico Vs. la importancia del proceso”; y se culmina con 
las conclusiones suscitadas por el estudio. 
Datos históricos sobre el Derecho Penal Abreviado en la legislación 
colombiana 
Con la puesta en marcha de la Constitución Nacional del 1991 se creó la Fiscalía 
General de la Nación como una entidad con autonomía administrativa y presupuestal 
e independiente, que pertenece a la Rama Judicial; esta es la encargada de 
adelantar el ejercicio de la acción penal, es decir, de investigar, acusar y vencer en 
juicio a los transgresores de la ley con el fin de garantizar los fines esenciales del 
Estado, los cuales se encuentran establecidos en el artículo 2 de la Constitución 
Nacional bajo los siguientes términos: 
[…] Servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la 
efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los 
afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; 
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defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y 
asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. Las 
autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las 
personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y 
demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes 
sociales del Estado y de los particulares. 
En consecuencia, la Fiscalía General de la Nación es el ente encargado de 
indagar e investigar en el ordenamiento jurídico de este país bajo la titularidad del 
Estado; dicho de otro modo, es el ente autorizado para adelantar las investigaciones 
penales de aquellos comportamientos que revistan características de delito, ello de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 250 de la Norma Superior, el cual fue 
modificado por el artículo 2 del Acto Legislativo 03 del año 2002, en el que se 
precisó lo siguiente: 
La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la 
acción penal y realizar la investigación de los hechos que revistan las 
características de un delito que lleguen a su conocimiento por medio de 
denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien 
suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia 
del mismo. No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni renunciar a 
la persecución penal, salvo en los casos que establezca la ley para la 
aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del marco de la 
política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por 
parte del juez que ejerza las funciones de control de garantías […]. 
De esta manera se desarrolla el origen de la titularidad y la obligatoriedad de 
ejercer la acción penal en cabeza del Estado, que le fue asignada por el 
constituyente a la Fiscalía General de la Nación como órgano autónomo encargado 
de la indagación, la investigación y el juzgamiento de aquellos ciudadanos que 
realicen acciones contrarias a la Constitución y/o la ley, tal y como se dijo 
anteriormente. 
Así pues, con la entrada en vigencia del Sistema Penal Oral Acusatorio, 
desarrollado por la Ley 906 de 2004 -Código de Procedimiento Penal-, se reemplazó 
la Ley 600 del 2000, que se caracterizaba por suprimir algunas facultades a la 
Fiscalía General de la Nación, sobre todo aquellas acciones que ponían en riesgo 
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los derechos fundamentales de los ciudadanos por ser consideradas excesivas, 
tales como privaciones injustas de la libertad, violaciones a la intimidad, al debido 
proceso, entre otras; esta situación conllevó a la creación de los Jueces de la 
República con Función de Control de Garantías, que son los encargados de ejercer 
el control previo y posterior a las actuaciones y/o diligencias realizadas por la 
Fiscalía o por funcionarios de la Policía Judicial. 
Ahora bien, con respecto al Ius Puniendi, Fernández (2007) expresó que esta se 
refiere a “la potestad del Estado para dictar las leyes del derecho penal, imponerlas 
judicialmente y ejecutar las sentencias correspondientes”; en otras palabras, la 
facultad de adelantar la acción penal considerada como pública está en el Estado, 
por lo que puede estipular qué actos o conductas son punibles y por ende, en caso 
de que estas se realicen por parte de algún ciudadano, imponer las penas, multas o 
medidas de seguridad correspondientes. Por lo tanto, este es un poder único y 
exclusivo del Estado en aras de ejercer la acción o persecución penal; en 
consecuencia, “es al Estado a quien le corresponde el monopolio de la restricción de 
la libertad” según lo manifestado por Posada (2010). En igual sentido, el Congreso 
de la República en el año 2011 expidió el Acto Legislativo 06, por medio del cual le 
adicionó el parágrafo 2 al artículo 250 de la Constitución Nacional; según este: 
Atendiendo la naturaleza del bien jurídico y la menor lesividad de la conducta 
punible, el legislador podrá asignarle el ejercicio de la acción penal a la 
víctima o a otras autoridades distintas a la Fiscalía General de la Nación. En 
todo caso, la Fiscalía General de la Nación podrá actuar en forma preferente. 
Es así como en Colombia se abrió la posibilidad de que se autorice la conversión 
de la acción penal de pública a privada, asumida esta por las víctimas, quienes 
serían  representadas por sus abogados; con esto se tornó necesario que el 
Congreso de la República legislara sobre la evolución del derecho penal en pro de 
colocar en ejercicio un sistema penal especial más eficiente, que permitiera 
descongestionar los despachos judiciales e impartiera justicia de manera más ágil y 
adecuada, y en la que además se garanticen los principios y derechos de todos los 
asociados. Precisamente por esto se expidió la Ley 1826 del 12 de enero de 2017 
“Por medio de la cual se establece un procedimiento penal especial abreviado y se 
regula la figura del acusador privado” (preámbulo); con ella se da participación a las 
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víctimas en la indagación e investigación, así como la posibilidad de vencer en juicio 
a sus victimarios.   
Elementos característicos del Procedimiento Penal Abreviado 
Entonces, con la expedición de la Ley 1826 de 2017 y con la puesta en marcha 
del Procedimiento Penal Especial Abreviado la Fiscalía General de la Nación está 
facultada para autorizar o no la conversión de la acción penal de pública a privada, 
es decir, el Estado le transfiere la titularidad y obligatoriedad de la persecución penal 
a las víctimas, quienes a través de un abogado o estudiante de consultorio jurídico 
asumirán la indagación, la investigación y el juzgamiento de los procesos en los 
cuales sean querellantes legítimos, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 1 
de la Ley 1826 de 2017 objeto de análisis; allí se precisa lo que sigue: 
El Estado, por intermedio de la Fiscalía General de la Nación, está obligado a 
ejercer la acción penal y a realizar la investigación de los hechos que revistan 
las características de una conducta punible, de oficio o que lleguen a su 
conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o cualquier 
otro medio, salvo las excepciones contempladas en la Constitución Política y 
en este código. No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir ni renunciar 
a la persecución penal, salvo en los casos que establezca la ley para aplicar el 
principio de oportunidad regulado dentro del marco de la política criminal del 
Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por parte del juez de 
control de garantías. Cuando se autorice la conversión de la acción penal 
pública a privada, y entre tanto esta perdure, la investigación y la acusación 
corresponderán al acusador privado en los términos de este código. 
En igual sentido, el artículo 2 ibídem indica que son considerados querellantes 
legítimos aquellas personas naturales o jurídicas que son víctimas de 
comportamientos contrarios a la Constitución y/o la ley, facultados para solicitar a la 
Fiscalía General de la Nación la conversión de la acción penal y para asumir a 
través de un abogado o estudiante de consultorio jurídico el conocimiento del 
proceso, así se asumen las facultades que tiene el fiscal de conocimiento en el 




En este orden ideas, es muy clara la ley al decir que la querella solo puede ser 
presentada por la víctima de la conducta que revista la característica de delito; en el 
evento de que esta sea una persona incapaz o una persona jurídica, la misma puede 
ser presentada por su representante legal; ahora bien, si con el comportamiento 
dañino se afecta el interés público o colectivo, puede presentarse a través del 
Procurador General de la Nación; en igual sentido se aplica si la víctima se 
encuentra en imposibilidad física o mental para presentar la querella, en caso tal 
esta podrá ser exteriorizada por los miembros de la Policía Nacional, sin 
desconocerse que el único facultado para ejercer la acusación privada es la víctima 
y no el uniformado.  
Así, la nueva norma estableció que la víctima de la conducta punible tendrá la 
calidad de querellante legítimo y único facultado para ejercer la acusación privada, 
por lo que es menester precisar que este es quien tiene la potestad exclusiva de 
solicitar al Fiscal General de la Nación por intermedio del Fiscal de conocimiento que 
le transfiera la titularidad de la acción penal, la que cumplirá a través de su abogado 
de confianza o un estudiante de consultorio jurídico bajo la figura de acusador 
privado. 
En esta dirección expresó Pedro Alfonso Pabón Parra en su libro “Procedimiento 
Penal Especial Abreviado y Acusador Privado”, que desde el marco constitucional 
son cuatro los presupuestos que exige el legislador para que el Fiscal pueda 
autorizar la conversión de la acción penal, a saber:  
a) La naturaleza del bien jurídico, es decir, que sea una de las conductas de 
las cuales puedan ser tramitadas por el Procedimiento Penal Abreviado, b) El 
menor nivel de lesividad de la conducta punible, esto es, que sea un 
comportamiento querellable, entendido este como un comportamiento de 
menor gravedad o menor reproche por parte del legislador, c) La calidad de la 
víctima por parte del sujeto que asume el rol de acusador privado, esto quiere 
decir, que sea el querellante legítimo, mejor dicho el afectado directo del 
comportamiento delictuoso y, d) Si se trata de una autoridad diferente debe 
de tratarse de autoridad con jurisdicción. (Pabón, 2017) 
Continuando con el análisis objeto de la norma en estudio, se debe dejar claro 
que no todas las conductas delictivas pueden ser investigadas por el Procedimiento 
Penal Abreviado; en este orden ideas, solo se pueden adelantar por dicho proceso 
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los comportamientos querellables o investigables de oficio, de conformidad con lo 
previsto en el artículo 534 del Código de Procedimiento Penal, el cual se divide en 
dos secciones; en la primera se hallan las conductas querellables y en la segunda 
las conductas investigables de oficio, así: 
Primera sección: conductas querellables que contemplan como sanción la multa 
y además tienen pena privativa de la libertad. 
Tabla 1. 
Artículos Descripción de la conducta delictiva Pena de prisión y/o multa 
Art. 189 C.P Violación de habitación ajena. Incurrirá en multa. 
Art. 190 C.P Violación de habitación ajena por servidor 
público. 
Incurrirá en multa y pérdida del empleo o cargo público. 
Art. 191 C.P Violación en lugar de trabajo. La pena de disminuirá hasta en la mitad sin que pueda ser 
inferior a una unidad multa. 
Art. 198 C.P Violación de la libertad de trabajo.  Incurrirá en multa. 
Art. 203 C.P Daños o agravios a personas o a cosas 
destinadas al culto. 
Incurrirá en multa. 
Art. 204. C.P Irrespecto a cadáveres. Incurrirá en multa. 
Art. 254 C.P Sustracción de bien propio. Incurrirá en multa. 
Art. 279 C.P Falsificación o uso de fraudulento de sello 
oficial. 
Incurrirá en multa. 
Art. 281 C.P  Circulación y uso de efecto oficial o sello 
falsificado. 
Incurrirá en multa. 
Art. 283 C.P Supresión de signo de anulación de efecto 
oficial. 
Incurrirá en multa. 
Art. 284 C.P Uso y circulación de efecto oficial anulado. Incurrirá en multa. 
Art. 295 C.P Falsedad para tener prueba de hecho 
verdadero. 
Incurrirá en multa. 
Art. 296 C.P Falsedad personal. Incurrirá en multa, siempre y cuando la conducta no 
constituya otro delito. 
Art. 300 C.P Ofrecimiento engañoso de productos y 
servicios. 
Incurrirá en multa. 
Art. 422 C.P Intervención política.  Incurrirá en multa y pérdida del empleo o cargo público. 
Art. 435 C.P Falsa denuncia.  Incurrirá en prisión de uno (1) a dos (2) años y multa de 
dos (2) a diez (10) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes. 
Art. 436 C.P  Falsa denuncia contra persona 
determinada. 
Incurrirá en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años y multa 
de dos (2) a veinte (20) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 
Art. 437 C.P  Falsa autoacusación. Incurrirá en prisión de uno (1) a dos (2) años y multa de 
dos (2) a diez (10) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes. 
Art. 439 C.P  En aquellos eventos en los que se trate de 
una contravención penal. 
Incurrirá en multa que en ningún caso podrá ser inferior a 
una unidad de multa. 
Art. 465 C.P  Violación de inmunidad diplomática. Incurrirá en multa. 
Fuente: elaboración propia 
En igual sentido, son querellables las siguientes conductas que contemplan penas 
privativas de la libertad: 
Tabla 2. 
Artículos Descripción de la conducta delictiva Pena de prisión y/o multa 
Art. 107 C.P Inducción o ayuda al suicidio. Incurrirá en prisión de dos (2) a seis (6) años.  
Art. 112 inciso 
1º y 2º C.P 
Lesiones personales sin secuelas que 
produjeren incapacidad para trabajar o 
enfermedad sin exceder sesenta (60) días. 
1º Incurrirá en prisión de uno (1) a dos (2) años 
2º Incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) años y multa de 
cinco (5) a diez (10) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes. 
Art. 113 inciso 
1º C.P 
Lesiones personales con deformidad física 
transitoria. 
Incurrirá en prisión de (16) a ciento ocho (108) meses y 
multa de veinte (20) a treinta y siete punto cinco (37.5) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
Art. 114 inciso Lesiones personales con perturbación Incurrirá en prisión de dos (2) a siete (7) años y multa de 
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1º C.P funcional transitoria. quince (15) a veinticinco (25) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 
Art. 118 C.P Parto o aborto preterintencional. Incurrirá en prisión de ciento cincuenta (150) a doscientos 
cuarenta (240) meses y multa de ciento veinte (120) a 
doscientos cincuenta (250) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, se aumentarán en una tercera parte 
a la mitad. 
Art. 120 C.P Lesiones personales culposas. Incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) años. 
Art. 131 C.P Omisión de socorro. Incurrirá en prisión de dos (2) a cuatro (4) años.  
Art. 200 C.P Violación a los derechos de reunión y 
asociación. 
Incurrirá en prisión de uno (1) a dos (2) años y multa de 
cien (100) a trecientos (300) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.  
Art. 201 C.P Violación a la libertad religiosa. Incurrirá en prisión de uno (1) a dos (2) años. 
Art. 220 C.P  Injuria. Incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) años y multa de 
diez (10) a mil (1.000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 
Art. 221 C.P  Calumnia. Incurrirá en prisión de uno (1) a cuatro (4) años y multa de 
diez (10) a mil (1.000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 
Art. 222 C.P Injuria y calumnia indirecta. Incurrirá en prisión de uno (1) a cuatro (4) años y multa de 
diez (10) a mil (1.000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 
Art. 226 C.P  Injuria por vías hecho. Incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) años y multa de 
diez (10) a mil (1.000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 
Art. 227 C.P Injuria recíprocas.  Incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) años y multa de 
diez (10) a mil (1.000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 
Art. 230 C.P Maltrato mediante restricción a la libertad 
física.  
Incurrirá en prisión de dieciséis (16) a treinta y seis (36) 
meses y en multa de uno punto treinta y tres (1.33) a 
veinticuatro (24) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes.  
Art. 236 C.P  Malversación y dilapidación de los bienes 
familiares.  
Incurrirá en prisión de uno (1) a dos (2) años y multa de 
uno (1) a diez (10) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes. 
Art. 239 inciso 
2º C.P 
Hurto simple cuya cuantía no exceda de 
ciento cincuenta (150) salarios mínimos 
mensuales legales vigentes. 
Incurrirá en prisión de uno (1) a dos (2) años. 
Art. 243 C.P  Alteración, desfiguración y suplantación de 
marcas de ganado. 
Incurrirá en prisión de uno (1) a dos (2) años y multa de 
diez (10) a veinte (20) salarios mínimos mensuales 
vigentes. 
Art. 246 inciso 
3º C.P 
Estafa cuya cuantía no exceda de ciento 
cincuenta (150) salarios mínimos 
mensuales legales vigentes. 
Incurrirá en prisión de uno (1) a dos (2) años y multa de 
hasta diez (10) salarios mínimos mensuales vigentes.  
Art. 248 C.P Emisión y transferencia ilegal de cheques.  Incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) años y la pena 
será de multa cuando la cuantía no exceda de diez (10) 
salarios mínimos mensuales vigentes. 
Art. 249 C.P Abuso de confianza. Incurrirá en prisión de uno (1) a cuatro (4) años y multa de 
diez (10) a doscientos (200) salarios mínimos mensuales 
vigentes.  
Art. 252 C.P Aprovechamiento de error ajeno o caso 
fortuito. 
Incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) años. 
Art. 253 C.P  Alzamiento de bienes.  Incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) años y multa de 
diez (10) a doscientos (200) salarios mínimos mensuales 
vigentes.  
Art. 255 C.P Disposición de bien propio gravado con 
prenda. 
Incurrirá en prisión de uno (1) a cuatro (4) años y multa de 
diez (10) a cien (100) salarios mínimos mensuales 
vigentes. 
Art. 256 C.P Defraudación de fluidos. Incurrirá en prisión de uno (1) a cuatro (4) años y multa de 
uno (1) a cien (100) salarios mínimos mensuales vigentes. 
Art. 257 C.P  Acceso ilegal de los servicios de 
telecomunicaciones.  
Incurrirá en prisión de cuatro (4) a diez (10) años y multa 
de quinientos (500) a mil (1000) salarios mínimos 
mensuales vigentes. 
Art. 259 C.P Malversación dilapidación de bienes. Incurrirá en prisión de uno (1) a dos (2) años 
Art. 261 C.P  Usurpación de tierras. Incurrirá en prisión de cuarenta y ocho (48) a cincuenta y 
cuatro (54) meses y multa de trece punto treinta y tres 
(13.33) a setenta y cinco (75) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.  
Art 262 C.P  Usurpación de aguas. Incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) años y multa de 
diez (10) a cincuenta (50) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.  
Art. 263 C.P  Invasión de tierras o edificios. Incurrirá en prisión de dos (2) a cinco (5) años y multa de 
cincuenta (50) a doscientos (200) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes.  
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Art. 264 C.P  Perturbación de la posesión sobre 
inmuebles.  
Incurrirá en prisión de uno (1) a dos (2) años y multa de 
cinco (5) a veinte (20) salarios mininos legales mensuales 
vigentes.  
Art. 265 C.P  Daño en bien ajeno. Incurrirá en prisión de uno (1) a cinco (5) años y multa de 
cinco (5) a veinticinco (25) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.  
Art. 305 C.P Usura y recargo de ventas a plazo.  Incurrirá en prisión de dos (2) a cinco (5) años y multa de 
cincuenta (50) a doscientos (200) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. 
Art. 437 C.P  Falsa autoacusación.  Incurrirá en prisión de uno (1) a dos (2) años y multa de 
dos (2) a diez (10) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes. 
Art. 445 C.P  Infidelidad a los deberes profesionales. Incurrirá en prisión de uno (1) a cuatro (4) años. 
Fuente: elaboración propia 
 
Segunda sección: conductas investigables de oficio que son tramitadas por el 
Procedimiento Penal Abreviado: 
Tabla 3. 
Artículos Descripción de la conducta delictiva Pena de prisión y/o multa 
Arts. 111, 112, 
113, 114, 
115,116, 118 y 
120 C.P 
Lesiones personales. Incurrirá en prisión de entre uno (1) y diez (10) años y 
multa entre cinco (5) y cien (100) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes dependiendo de la gravedad de la 
lesión. 
Art. 134A C.P Actos de discriminación. Incurrirá en prisión de doce (12) a treinta y seis (36) 
meses y multa de diez (10) a quince (15) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. 
Art. 134B C.P Hostigamiento. Incurrirá en prisión de doce (12) a treinta y seis (36) 
meses y multa de diez (10) a quince (15) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. 
Art. 134C C.P Actos de discriminación u hostigamiento 
agravados. 
La pena se aumentará en una tercera parte de los 
artículos 134A y 134B. 
Art. 233 C.P Inasistencia alimentaria. Incurrirá en prisión de diez y seis (16) a cincuenta y cuatro 
(54) meses y multa de trece punto treinta y tres (13.33) a 
treinta (30) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
Art. 239 C.P  Hurto. Incurrirá en prisión de dos (2) a seis (6) años. 




Hurto agravado. La pena del artículo 240 se aumentará de la mitad a las 
tres cuartas partes.  
Art. 246 C.P  Estafa. Incurrirá en prisión de dos (2) a ocho (8) años y multa de 
cincuenta (50) a mil (1000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 
Art. 249 C.P  Abuso de confianza.  Incurrirá en prisión de uno (1) a cuatro (4) años y multa 
diez (10) a doscientos (200) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 
Art. 250A C.P Corrupción privada.  Incurrirá en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años y multa 
de diez (10) a mil (1000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 
Art. 250B C.P Administración desleal. Incurrirá en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años y multa 
de diez (10) a mil (1000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 
Art 251 C.P  Abuso de condiciones de inferioridad.  Incurrirá en prisión de uno (1) a cuatro (4) años y multa de 
cinco a (5) a cincuenta (50) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 
Art. 258 C.P  Utilización indebida de información 
privilegiada en particulares.  
Incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) años y multa cinco 
(5) a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes. 
 Los delitos contenidos en el título VII Bis 
para la protección de la información y los 
datos, excepto los casos en los que la 
conducta recaiga sobre bienes o 
entidades del Estado. 
 
Art. 270 C.P Violación de derechos morales de autor. Incurrirá en prisión de dos (2) a cinco (5) años y multa de 
veinte (20) a doscientos (200) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.  
Art. 271 C.P  Violación de derechos patrimoniales de 
autor y derechos conexos. 
Incurrirá en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años.  
Art. 272 C.P  Violación a los mecanismos de protección Incurrirá en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años y multa 
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de derechos de autor. de veintiséis punto sesenta y seis (26.66) y mil (1000) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
Art. 289 y 290 
C.P 
Falsedad en documento privado. Incurrirá en prisión de uno (1) a seis (6) años y se 
aumentará hasta en la mitad para el copartícipe.  
Art. 306 C.P Usurpación de derechos de propiedad 
industrial y de derechos de obtentores de 
variedades vegetales.  
Incurrirá en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años y multa 
de veintiséis punto sesenta y seis (26.66) y mil quinientos 
(1.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes.  
Art. 307 C.P Uso ilegítimo de patentes. Incurrirá en prisión de uno (1) a cuatro (4) años y multa de 
veinte (20) a mil (1000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 
Art. 308 C.P Violación de reserva industrial y comercial. Incurrirá en prisión de dos (2) a cinco (5) años y multa de 
veinte (20) a dos mil (2000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 
Art. 312 C.P Ejercicio ilícito de actividad monopolística 
de arbitrio rentístico. 
Incurrirá en prisión de seis (6) a ocho (8) años y multa de 
quinientos (500) a mil (1000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.  
Fuente: elaboración propia 
 
Adicionalmente, es oportuno indicar que el parágrafo único del artículo 74 del 
Código de Procedimiento Penal –Ley 906 de 2004- contempla cuatro eventos en los 
cuales no es necesaria la querella a fin de iniciar la acción penal y por lo tanto, se 
hace de manera oficiosa, estos son los que siguen: 
a) Cuando se presenta una flagrancia. 
b) Cuando el sujeto pasivo (víctima) es un menor de edad. 
c) Cuando el sujeto pasivo es inimputable.  
d) Cuando se refiere a conductas punibles de violencia contra la mujer.  
Siendo estos eventos tramitados por el Procedimiento Penal Especial Abreviado, 
si la víctima no está legitimada bien sea porque es inimputable o por ser menor de 
edad, no se puede autorizar en ningún caso la conversión de la acción penal al 
acusador privado, ya que únicamente es el Estado el facultado para garantizar los 
derechos de estas víctimas que por su condición requieren una especial protección 
por parte de las autoridades. En este punto se hace necesario destacar entonces 
que con la entrada en vigencia del Procedimiento Penal Especial Abreviado se 
redujo el trámite con relación al Procedimiento Penal Ordinario, entendido este como 
el Sistema Penal Acusatorio desarrollado por la Ley 906 de 2004 -Código de 
Procedimiento Penal-, el cual contiene dos fases integradas por cinco audiencias, tal 


























Asimismo, en el nuevo Sistema Penal Especial Abreviado o Ley 1826 de 2017 el 
proceso solo se desarrolla en dos fases integradas por dos audiencias, como se 





Fuente: elaboración propia 
 
En la figura anterior se evidencia que el interés del legislador con la expedición de 
la Ley 1826 de 2017 fue reducir términos y trámites en el proceso penal, con ello se 
logró adelantar las investigaciones y el juzgamiento de manera más ágil y eficiente, 
en pro de satisfacer la necesidad de la comunidad que a gritos exige justicia y que 
sus denuncias no se queden impunes, episodio este que se viene presentando por 
la gran congestión en el aparato judicial colombiano. 
El acusador privado como figura de descongestión judicial 
Bajo la necesidad de hacer más eficiente la administración de justicia y que los 
procesos penales se desarrollaran de manera más ágil, el Estado colombiano 
introdujo en su ordenamiento penal la figura del acusador privado, que se entiende 
como el encargado de asumir la investigación, el juzgamiento, así como vencer en 
juicio oral a los autores y/o partícipes de conductas delictivas de las que hubiesen 
sido víctimas los querellantes legítimos. Lo antes dicho se encuentra regulado en el 
artículo 27 de la Ley 1826 de 2017 que señala que “el acusador privado es aquella 
persona que al ser víctima de la conducta punible está facultada legalmente para 
ejercer la acción penal representada por su abogado […]”; es decir, la víctima del 
injusto penal, quien en ningún caso podrá ejercer la acción penal sin estar 
representada por un abogado; de la misma manera podrán ejercer la acusación las 
autoridades que la ley expresamente faculte para tal fin. 
En tal sentido, la figura del acusador privado será solicitada por el querellante 
legítimo y será ejercida a través de su abogado, pues este asumirá la indagación, la 








Abreviado, a excepción de aquellas que atenten contra bienes del Estado (artículo 
28 ídem); para que esto se cumpla se debe presentar la solicitud de conversión de la 
acción penal de pública a privada al fiscal de conocimiento antes de que este realice 
el traslado del escrito de acusación; a este le corresponde analizar dicha petición y 
en el término de un mes resolver de fondo si aprueba o no la conversión, tal y como 
lo establece la Ley 1826 de 2017 en sus artículos 30 y 31.  
Ahora bien, según lo expresado por Sánchez (2014) en su artículo denominado 
“El acusador privado en Colombia, una aproximación desde los principios del 
derecho penal”, la figura del acusador privado consiste en una acción privada por 
medio de la cual la víctima a través de su representante o cualquier autoridad 
distinta a la Fiscalía General de la Nación podrá efectuar el ejercicio de la acción 
penal en los casos determinados expresamente por el legislador. La implementación 
de dicha figura ha implicado una transformación en la institucionalidad colombiana, 
siendo este un mecanismo para la flexibilización y simplificación del Sistema Penal 
Acusatorio; se debe considerar que fue introducida en el ordenamiento jurídico con 
el propósito de que las víctimas o perjudicados puedan adelantar la investigación, y 
se les permita el acceso efectivo a la administración de justicia y a sus derechos de 
verdad, justicia y reparación, ya que sus procesos se adelantarían de manera más 
ágil, eficiente y eficaz. 
En ese orden de ideas, una vez autorizada la conversión penal por el Fiscal de 
conocimiento, el abogado o estudiante de consultorio jurídico que adquiera la calidad 
de acusador privado en el proceso podrá adelantar todos los actos investigativos, 
estos es, entrevistas, inspección al lugar de los hechos, búsqueda selectiva en 
bases de datos, solicitar medidas de aseguramiento, entre otros; sin embargo, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 34 de la Ley 1826 de 2017:  
El acusador privado no podrá ejecutar directamente los actos complejos de 
investigación, siendo estos, interceptación de comunicaciones, inspecciones 
corporales, registros y allanamientos, vigilancia y seguimiento de personas o 
cosas, agente encubierto, retención de correspondencia y recuperación de 
información producto de la transmisión de datos a través de las redes de 
comunicaciones. (Ley 906/04, Art. 556) 
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 Para ello debe acudir ante un Juez de Control de Garantías con el fin de que le 
autorice el acto investigativo, y esto después de verificar el cumplimiento de 
requisitos legales, la urgencia y la proporcionalidad del mismo, que en todos los 
casos deben ser realizados por funcionarios de la Policía Judicial (Policía Nacional – 
Cuerpo Técnico de Investigación – C.T.I.); lo anterior de acuerdo con las 
instrucciones que se emitan por parte del fiscal de conocimiento del proceso. 
Es importante aclarar que según la Ley 1826 de 2017, el fiscal de conocimiento es 
quien autoriza la conversión de la acción penal al acusador privado de aquellos 
delitos que pueden ser tramitados en este proceso especial, pero en su artículo 38 
se le faculta a la Fiscalía para que en cualquier tiempo del proceso, de oficio o a 
petición de parte pueda ordenar la reversión de la acción penal de privada a pública, 
esto es, pueda quitar las facultades a las víctimas a través de sus apoderados de 
investigar, acusar y vencer en juicio a los victimarios; esto en los siguientes tres 
eventos:  
Uno: cuando sobrevenga alguna de las circunstancias descritas en el artículo 
554 del Código de Procedimiento Penal -C.P.P- Ley 906 de 2004, adicionado 
por el artículo 32 de la Ley 1826 de 2017, Dos: cuando se verifique la 
ocurrencia del supuesto de hecho contemplado por el parágrafo 2 del artículo 
557 C.P.P, es decir, cuando el acusador privado es sorprendido en actos de 
desviación de poder por el ejercicio de los actos de investigación, Tres: 
cuando haya ausencia permanente del abogado o representante judicial 
(estudiante de consultorio jurídico) del acusador privado. En estos tres 
eventos, el fiscal retomará la actuación en la etapa procesal en que se 
encuentre. (Botero, 2017)  
Otro aspecto importante de mencionar es que el Fiscal General de la Nación con 
el fin de garantizar el principio de la unidad de gestión y la coherencia de la política 
criminal del Estado con la puesta en marcha del Sistema Penal Abreviado y la figura 
del acusador privado, expidió la Resolución 2417 de 2017 “Por medio del cual se 
estableció el procedimiento interno para garantizar un control de la conversión y 
reversión de la acción penal” (preámbulo); mediante esto fijo unos requisitos para la 
admisión de la conversión de la acción penal por parte de la Fiscalía a las víctimas, 
conforme lo estableció en el artículo 7 de la mencionada resolución, por ende, esta 
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debía ser presentada por escrito y dirigida a la Fiscalía General de la Nación, 
además de contener los siguientes requisitos: 
a. (…) los datos de dirección de correo electrónico y/o domicilio para la 
notificación y contacto; b. Acreditarse la calidad de víctimas y demostrar que 
se trata de un delito susceptible de ser tramitado mediante el procedimiento 
abreviado (…); c. Adjuntarse el poder del abogado de confianza o estudiante 
de consultorio jurídico (…); d. En caso de existir pluralidad de víctimas, la 
solicitud deberá contar con una manifestación expresa de los afectados 
coadyuvando su petición; e. Radicarse ante el despacho del fiscal que tiene 
asignado el caso, antes de que se corra traslado del escrito de acusación.  
En el evento de que el querellante legítimo no acredite los mencionados requisitos 
su solicitud será inadmitida y se le concederán tres días para que la subsane, o por 
el contrario, el Fiscal procederá a negar la misma, siempre y cuando verifique que no 
se acreditan además de los requisitos arriba mencionados, que el delito no se 
cometa contra bienes del Estado; asimismo, cuando no se haya individualizado o 
identificado al autor del injusto penal; cuando el autor haga parte de una 
organización criminal; cuando el victimario sea un inimputable; cuando existan varias 
víctimas como abogados y no se pongan de acuerdo por razones de política criminal 
o priorización y cuando se trate de procesos de responsabilidad penal para 
adolescentes (Molina, 2017). 
Una vez verificados y cumplidos los anteriores requisitos, el Fiscal General de la 
Nación en el término de un mes resolverá la solicitud efectuada por el apoderado de 
la víctima y procederá a autorizar o no la conversión de la acción penal; este 
proceso da una interpretación y aplicación diferente a lo plasmado por el legislador 
al momento de expedir la ley objeto de estudio. 
En esa misma línea, se debe indicar en primera medida que en la Resolución 
2417 de 2017 el Fiscal General la Nación era el único facultado para autorizar la 
conversión o reversión de la acción penal, sin embargo, esta fue modificada por la 
Resolución 3162 de 2.017, cuyo artículo 1 ordena la creación del grupo central de 
conversión y reversión del nivel central, quienes a partir del mes de noviembre de 
2017 son los encargados de autorizar o no la conversión de la acción penal y en 
caso de autorizarla, es función del fiscal de conocimiento del caso notificar al 
acusador privado para hacerle entrega de los elementos materiales probatorios, la 
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evidencia física y la información legalmente obtenida que posea al momento de la 
conversión. A su vez, debe ofrecer una garantía frente a los protocolos y 
procedimientos de cadena de custodia, así como hacerle entrega provisional del 
usuario y la contraseña para ingresar las actuaciones adelantadas por él al sistema 
de información de la FGN. 
Estas resoluciones fueron expedidas por el Fiscal General de la Nación con el 
ánimo de realizar un estudio y análisis de las solicitudes de conversión de la acción 
penal, y de ese modo evitar a futuro responsabilidades patrimoniales, penales y/o 
disciplinarias en las que se pueda ver comprometida la Nación o la Fiscalía General 
de la Nación, por el mal tratamiento que le pudieren dar los acusadores privados al 
trámite del proceso abreviado, por ejemplo, privaciones injustas de la libertad, abuso 
de autoridad y/o funciones, entre otras violaciones de derechos fundamentales de 
los procesados. 
Del principio de Celeridad Procesal y el Derecho de Administración de Justicia 
El principio de celeridad procesal y su relación y efectividad en el desarrollo de los 
procesos judiciales son la esencia principal de una efectiva administración de justicia 
en un Estado Social de Derecho, con lo cual se les permite a todos los ciudadanos 
poner en funcionamiento el aparato judicial y que sus procesos sean solucionados 
de manera real; también se garantizan los postulados constitucionales y se logra un 
orden justo. Por eso, todas las actuaciones realizadas por la administración pública 
deben estar orientadas a garantizar los principios y deberes de los ciudadanos, tal y 
como lo indicó la Corte Constitucional en Sentencia C-826 de 2013. 
En el sistema penal acusatorio se ha señalado que todas las acciones del Estado 
deben realizarse con apremio al principio de celeridad procesal, es decir, los 
funcionarios públicos deben otorgar agilidad al cumplimiento de sus tareas, 
funciones y obligaciones públicas, hasta lograr su cometido con mayor prontitud, y 
de esta manera su gestión se preste oportunamente y cubra las necesidades y 
solicitudes de la comunidad en general; sin embargo, para José Fernando Ramírez 
Gómez en su libro “Principios constitucionales del derecho procesal colombiano”:  
La celeridad no es un problema de simple operatividad de la justicia. Ella toca 
con lo más hondo de la dignidad humana, pues nada sirve a esta una justicia 
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tardía; imaginemos una declaración de inocencia al cabo de los años, tal vez 
cuando ya se ha el escarnio público y la propia cárcel. (Ramírez, 1999) 
Lo anterior por cuanto no se afecta únicamente el funcionamiento del sistema 
judicial, sino que va más allá al afectar el trasfondo del ser humano y 
consecuentemente sus garantías constitucionales, y como resultado, se genera poca 
credibilidad en la justicia. 
Por otra parte, es importante tener claro que cuando se habla del concepto de 
principio de celeridad, según la enciclopedia jurídica el mismo “está representado 
por las normas que impiden la prolongación de los plazos y eliminan trámites 
procesales superfluos y onerosos. Así, la perentoriedad de los plazos legales o 
judiciales” (Enciclopedia Jurídica, 2014). Del mismo modo, Iván Escobar Fornos 
manifestó que este tiene mayor importancia y está presente en todos los procesos, a 
saber, civiles, penales, administrativos, mercantiles, laborales y constitucionales, ya 
que tiene por objeto la defensa de la parte orgánica y de los derechos y libertades de 
la Constitución. 
Así mismo describe que casi todos los actos procesales del juicio para su 
acelerado y adecuado funcionamiento, por ejemplo, se establecen: plazos 
más cortos que propician el avance del proceso, la oralidad como principal 
medio de comunicación con el Juez Constitucional, la concentración en las 
audiencias de los actos procesales, la inmediación para una más rápida y 
mejor decisión del proceso y normas que eviten crisis procesales, tales como 
incidentes, suspensiones e interrupciones en el proceso. (Escobar, 2017, 
párr.4) 
En igual sentido, se considera que el principio de celeridad procesal se 
relaciona con el principio de economía procesal en ahorro de tiempo, energía 
y dinero; sin dejar de un lado que la celeridad en los procesos no pueden ir 
encaminados al detrimento de las garantías Constitucionales de los 
ciudadanos, ya que los procesos se deben adelantar de manera fulminante 
porque justicia tardía no es justicia, lo que no debe llevar a las autoridades 
que administran justicia a cometer errores y que con ellos se sacrifique el fin 
del proceso, lo que es preciso a un equilibrio perfecto entre celeridad y 
justicia, garantizándoseles en todo momento a las víctimas el derecho a la 
verdad, justicia y reparación. (Escobar, 2017, párr.6) 
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Por otro lado, el artículo 1 de la Ley 1285 de 2009 modificó el artículo 4 de la Ley 
270 de 1996 – Ley de Administración pública, que indica: 
[…] Celeridad y Oralidad. La administración de justicia debe ser pronta, 
cumplida y eficaz en la solución de fondo de los asuntos que se sometan a su 
conocimiento. Los términos procesales serán perentorios y de estricto 
cumplimiento por parte de los funcionarios judiciales. Su violación injustificada 
constituye causal de mala conducta, sin perjuicio de las sanciones penales a 
que haya lugar […]. 
En consecuencia, es posible decir que el principio de Celeridad Procesal es aquel 
que establece la economía del tiempo procesal, debido a que los términos son 
perentorios y de estricto cumplimiento por parte de los funcionarios judiciales. 
Con relación al derecho a una debida administración de justicia que se debe 
aplicar en el sistema judicial, se destaca Hernández (2017) en “La administración de 
justicia y sus principios”, efectuada para la revista “La voz del derecho”, cuando 
indicó: 
Si hay algo esencial para el funcionamiento de un Estado – y con mayor 
razón, de un Estado Social de Derecho – es la administración de justicia. Sin 
ella, o cuando ella no responde a las necesidades de la población, imperan el 
caos, las vías de hecho y la tendencia a hacer justicia por mano propia […]. 
(párr.1) 
La administración de justicia es función pública, como lo dice el artículo 228 
de la Carta, eso significa que se cumple el interés de toda la sociedad en 
condiciones de igualdad, debe estar al alcance de toda persona, sin 
restricciones, debe ser gratuita y la responsabilidad primordial de prestar el 
servicio público correspondiente que se radica en cabeza del Estado, aunque 
de modo excepcional y solamente en los términos de la Constitución y la ley, 
puede ser confiada transitoriamente a particulares. (Hernández, 2017, párr.3) 
El funcionamiento de la administración de justicia debe ser desconcentrado y 
autónomo y no se puede desarrollar dependiendo en todo del centro; desde el 
punto de vista funcional, aunque se tiene una sola administración de justicia 
 en el Estado unitario, se desconcentra mediante los tribunales y juzgados, de 
modo que hay distribución de competencias teniendo en cuenta factores 
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como el territorio, para que la actividad de la rama judicial sea cercana al 
ciudadano, y no algo lejano e inalcanzable; desde el punto de vista 
administrativo, económico y financiero, la administración de justicia no debe 
depender del Ejecutivo, como ocurría antes de 1991. (Hernández, 2017, 
párr.11) 
En igual sentido el artículo 229 de la Constitución consagra el derecho de 
toda persona de acceder a la administración de justicia. Ello no solamente 
desde el punto de vista formal y externo, como poder presentar una demanda, 
un memorial, un recurso, sino también desde la perspectiva material, esto es, 
que los fiscales, jueces y magistrados estudien y valoren los argumentos y 
pruebas, y que se resuelva de fondo, es decir, que el solicitante 
verdaderamente acceda a la justicia en el sentido sustancial (Hernández, 
2017, párr.15). 
En un Estado social de derecho como el colombiano el acceso a la administración 
de justicia es un principio y derecho que tienen todos los habitantes del territorio 
nacional, y bajo ninguna circunstancia se les puede vulnerar y/o desconocer. A 
razón de ello, la Corte Constitucional en reiteradas providencias ha sido enfática en 
indicar: 
[Que] el acceso a la administración de justicia se constituye para el individuo 
en una necesidad inherente a su condición y naturaleza, sin él los sujetos y la 
sociedad misma no podrían desarrollarse y carecerían de un instrumento 
esencial para garantizar su convivencia armónica, como es la aplicación 
oportuna y eficaz del ordenamiento jurídico que rige a la sociedad, y se daría 
paso a la primacía del interés particular sobre el general, contrariando 
postulados básicos del modelo de organización jurídica-política por el cual 
optó el Constituyente de 1991. Así el acceso a la administración de justicia se 
erige en nuestro ordenamiento superior como un derecho fundamental de los 
individuos, que como tal prevalece y goza de protección especial por parte del 
Estado. (Sentencia T-476/98, núm. III). 
Paralelamente, la mencionada providencia señala que el acceso a la 
administración de justicia no se garantiza únicamente con el hecho de que a los 
ciudadanos se les reciban sus denuncias, demandas o peticiones, sino que además 
es menester que los fiscales, jueces y magistrados realicen un trabajo juicioso, 
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eficiente y con apego a la Constitución y a la ley, quienes después de hacer un 
análisis exhaustivo de las pruebas allegadas en cada proceso puedan expedir sus 
sentencias con justicia, de tal manera que se les hacen efectivos sus derechos, 
obligaciones y libertades constitucionales.  
Idoneidad de los estudiantes de consultorio jurídico Vs. la importancia del 
proceso 
Los consultorios jurídicos en Colombia fueron reconocidos por el Decreto 196 de 
1971, artículo 30, modificado por la Ley 583 de 2000 en su artículo 1, que fueron 
creados bajo el objetivo de atender y/o coadyuvar en aquellos procesos en los que 
se encuentren inmersos aquellos ciudadanos que por sus condiciones económicas 
no cuenten con medios a través de los cuales cubrir los honorarios de un abogado 
de confianza; por supuesto, esta condición es desfavorable ante los órganos que 
administran justicia debido a no contar con una representación técnica que haga 
garantizar sus derechos y que se lleve a cabo el adecuado trámite procesal, que es 
un servicio gratuito, prestado por estudiantes de universidades legalmente 
reconocidas por los altos tribunales de cada distrito judicial, con previa autorización y 
coordinación de los profesores que designe cada una de dichas instituciones; en tal 
sentido: 
Las facultades de derecho legalmente reconocidas organizarán, con los 
alumnos de los dos (2) últimos años lectivos, consultorios jurídicos… Los 
estudiantes adscritos a los consultorios jurídicos de las facultades de derecho, 
son abogados de pobres y como tales deberán verificar la capacidad 
económica de los usuarios… Los estudiantes, mientras pertenezcan a dichos 
consultorios, podrán litigar en causa ajena en los siguientes asuntos, 
actuando como abogado de los pobres: 1. En los penales de que conocen los 
jueces municipales y los fiscales delegados ante estos, así como las 
autoridades de policía, en condición de apoderados de los implicados. (Ley 
583/00, Art.1) 
Pese a que el fin para el cual se crearon los consultorios jurídicos de las 
facultades de derecho fue brindar atención y colaboración a los ciudadanos de 
escasos recursos en los asuntos jurídicos, para que no se les vulneren sus derechos 
fundamentales en aquellas actuaciones adelantadas por las instituciones del Estado, 
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es decir, por la Fiscalía, la Rama judicial, la Procuraduría, la Contraloría o la Policía, 
en la Ley objeto del análisis, la Ley 1826 de 2017, se le asignaron a los estudiantes 
de consultorios jurídicos funciones diferentes, en el entendido de que una vez 
adquieran la calidad de representantes legales de aquellos que tengan la calidad de 
querellantes legítimos, están facultados para solicitar a la Fiscalía General de la 
Nación la conversión de la acción penal de pública a privada y entonces asumir la 
dirección y coordinación de la indagación, la investigación, además de vencer en 
juicio a los victimarios en aquellos procesos que les han sido asignados bajo la 
figura del acusador privado. 
Por consiguiente, dicho acto representa un mayor grado de conocimiento, de 
experiencia y de responsabilidad, así como también que cada universidad cuente 
con lugares destinados para almacenar los elementos materiales probatorios, la 
evidencia física y/o la información legalmente obtenida que se allegue al proceso, 
sumado esto a los recursos tanto tecnológicos como humanos en pro de brindar una 
asistencia al estudiante y adelantar la indagación e investigación; cabe añadir que 
un error en el procedimiento o una extralimitación en sus funciones le acarrearía al 
estudiante de consultorio jurídico una investigación de tipo disciplinario o penal y al 
Estado una responsabilidad patrimonial de aquellas violaciones de derechos 
fundamentales que recaigan en los destinatarios del Sistema Penal Especial 
Abreviado.  
Ahora bien, como el asunto bajo estudio es la figura del acusador privado, se 
acude a los pronunciamientos efectuados por la Sala de Casación Penal de la Corte 
Suprema de Justicia, Proceso 33752 del 20 octubre de 2010, M.P. Sigifredo 
Espinosa Pérez, respecto a la suficiente idoneidad de los estudiantes de consultorio 
jurídico para ejercer como defensores públicos en los casos que señala la ley, 
cuando precisa lo siguiente: 
Los estudiantes de derecho acreditados ante un Consultorio Jurídico pueden 
ejercer como defensores en diligencias preliminares celebradas por jueces 
municipales de garantías, en un proceso que se ventile por el delito de 
lesiones personales, y lo pueden hacer, igualmente, en la fase del juicio ante 
el juzgado de conocimiento. En cambio, no pueden representar a una persona 
investigada por el delito de homicidio, aun cuando las actuaciones previas se 
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adelanten, conforme a la sistemática acusatoria, ante los mismos jueces 
penales municipales de control de garantías. 
En virtud de lo anterior, es evidente que para la Corte Suprema de Justicia los 
estudiantes de consultorio jurídico tienen la idoneidad suficiente para ejercer como 
abogados de los ciudadanos que lo requieren, caso distinto a lo considerado por la 
academia colombiana de la jurisprudencia en concepto que emitió en la Sentencia 
de la Corte constitucional C-016 de 2018, donde señaló que la figura de 
la conversión y reversión de la acción penal contenida en la Ley 1826 de 2017 es: 
Un mecanismo peligroso, que se encuentra desconectado de las funciones y 
deberes constitucionales de la Fiscalía General de la Nación y no contribuye a 
la descongestión judicial, sino que será causa de mayor colapso y opacidad 
de la justicia penal. (núm. IV) 
De modo que para el legislativo el derecho a la defensa técnica de los 
querellantes legítimos no se vulnera con la participación de un estudiante de 
consultorio jurídico, toda vez que se acredite su idoneidad y actúe de manera 
diligente, no obstante, se considera que dicha cualidad debe estar acompañada por 
la experiencia que solo se adquiere a lo largo del ejercicio de la profesión, pues no 
existen iguales garantías para la víctima que es representada por un acusador 
privado especialista en derecho penal que para la representada por un estudiante.  
Si bien es válido que dicha experiencia en un tema tan importante como el 
proceso penal se pueda adquirir desde el pregrado, lo cierto es que debería 
buscarse la manera de que estos participaran dentro del trámite del proceso, pero 
como asistentes y/o auxiliares de los defensores que fungen como acusadores 
privados, y no encomendarles directamente dicha responsabilidad, ni que releven en 
sus funciones a los fiscales de conocimiento, pues tampoco se tornaría justo que por 
inexperiencia o desconocimiento en el trámite del proceso sean sancionados 
disciplinaria o penalmente igual que un profesional en el derecho titulado. Cabe 
reiterar que no puede compararse el conocimiento adquirido a través de la 
experiencia de quien está en una etapa de formación, con el que ya cuenta quien es 
profesional y aún más, especialista en materia penal. 
En definitiva, con la Ley 1826 de 2017 se buscó dar celeridad a los procesos y 
una adecuada administración de justicia que permitiera resolver los casos de una 
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manera más ágil y eficiente; empero, ha quedado en evidencia que no se está 
cumpliendo con el fin de descongestionar el sistema judicial, pues para que la 
víctima de un hecho punible pueda solicitar a la Fiscalía General de la Nación la 
conversión de la acción penal requiere contratar los servicios de un abogado de 
confianza, motivo por el cual no pueden acceder fácilmente a esta facultad otorgada 
por la ley, toda vez que muchas de ellas no cuentan con los recursos económicos 
suficientes para sufragar el costo que genera contratar un apoderado, y a pesar de 
que la norma les concede la facultad de ser representadas por un estudiante de 
consultorio jurídico, como ya se dijo anteriormente, no tendrían igualdad de 
condiciones. 
Aunque la norma fue creada con el objeto de que los estudiantes de consultorio 
jurídico pudieran participar activamente en la conversión de la acción penal, y así 
coadyuvar en la descongestión del sistema judicial, el Fiscal General de la Nación a 
través de vías de hecho, es decir, expidiendo diversas resoluciones, ha limitado su 
intervención en el Procedimiento Penal Especial Abreviado, mediante esto se 
vulnera el principio de Celeridad Procesal y el derecho a la Administración de 
Justicia de dichas personas con escasos recursos económicos. 
Prueba de lo anterior es que la Ley 1826 de 2017 lleva más de un año y medio en 
funcionamiento y no se ha presentado ningún caso en el cual la Fiscalía General de 
la Nación le transfiera la facultad de indagar, investigar y vencer en juicio a un 
querellante legítimo que esté representado por un estudiante de consultorio jurídico. 
Conclusiones 
 No se evidencia que el nuevo Procedimiento Penal Especial Abreviado y 
acusador privado haya cumplido con los fines de descongestión del sistema 
judicial para los cual fue creado, pues principalmente el Principio de Celeridad 
Procesal y el Derecho Fundamental a una debida Administración de Justicia no 
se garantizan en debida forma. 
 Los estudiantes de consultorio jurídico, pese a ser diligentes, no están teniendo la 
posibilidad de intervenir en el Procedimiento Penal Especial Abreviado, toda vez 
que las directrices de la Fiscalía General de la Nación han limitado su 
participación en la conversión de la acción penal.   
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 A las personas de exiguos recursos económicos se les vulnera el principio de 
Celeridad Procesal y el derecho a una debida Administración de Justicia, al no 
tener la posibilidad de contratar los servicios de un abogado de confianza y 
limitarse la participación de los estudiantes de consultorio jurídico de las 
universidades del país. 
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